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ANEXOS:  0_____ 
El propósito de este proyecto es exponer información sobre el comercio por medio de las 
nuevas tecnologías ya que ha sido un motor de crecimiento y desarrollo del comercio 
electrónico, y es claro también que cada vez en el internet nacen nuevas formas de 
realizar comercio en el mundo digital, como es el caso de las transacciones comerciales 
con criptomonedas, en especial con los Bitcoins, esta nueva forma de dinero virtual, ha 
tenido gran desarrollo en el uso de las transacciones comerciales. 
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El desarrollo del comercio por medio de las nuevas tecnologías ha sido un motor de 
crecimiento y desarrollo del comercio electrónico, y es claro también que cada vez en el 
internet nacen nuevas formas de realizar comercio en el mundo digital, como es el caso de 
las transacciones comerciales con criptomonedas, en especial con los Bitcoins, esta nueva 
forma de dinero virtual, ha tenido gran desarrollo en el uso de las transacciones comerciales, 
sin embargo la novedad de la figura no ha permitido aun establecer cuáles pueden ser aquellas 
riesgos y cuáles pueden ser aquellas ventajas en su uso. 
 
Uno de los amplios problemas del derecho y la realidad tecnológica, es que el primero no 
puede seguir los pasos del avance continuo de la realidad tecnológica, es claro que el estudio 
del derecho por parte de los fenómenos tecnológicos y digitales es poco y corto, sin embargo, 
ello no debe ser un impedimento para no pensar en las posibles consecuencias jurídicas que 
pueden causar el uso de estos instrumentos digitales. 
 
Por ello esta investigación partió sobre un problema jurídico, que, aunque aún no se ha 
presentado en Colombia, genera bastantes interrogantes sobre, ¿cuál será el tratamiento 
jurídico que realizaran los jueces en aquellos litigios que versen sobre Bitcoins?, un tema 
poco estudiado en la ley, la jurisprudencia y la doctrina nacional, pareciera entonces que 
existiera un vacío jurídico frente a este problema, como podrán entonces visualizar los jueces 
un escenario donde prime la tutela judicial efectiva, para responder dicho interrogante esta 
investigación se divide en los siguientes escenarios: 
 
En el primer escenario, se realiza un análisis deductivo de la incidencia de los mercados 
digitales con el mundo globalizado, junto con el nacimiento del dinero electrónico y las 
diferencias de este con las monedas virtuales, como el Bitcoin, y las distintas formas del 
dinero electrónico. 
 
En el segundo escenario, se estudia la naturaleza jurídica del Bitcoin, tratando de definir a 
que forma jurídica regulada en Colombia, podría acercarse o enmarcarse este instrumento y 
así poder identificar cual debe ser el tratamiento que le juez debe realizar ante una posible 
controversia jurídica, de igual forma también se estudia como es el funcionamiento del 
Bitcoin, su función eliminando la intermediación, el proceso de minería para generar nuevos 
Bitcoin. 
 
En el tercer escenario, se abordan los principios de la contratación electrónica, especialmente 
el de equivalencia funcional, haciendo referencia a la igualdad que debe existir entre un acto 
que se realiza en físico y otro que se realiza por medios tecnológicos, especialmente 
ubicándolo como forma de interpretación en el caso de las transacciones comerciales con 
Bitcoins. 
En un cuarto escenario, esta investigación estudia los pronunciamientos legales de las 
entidades estatales sobre el uso de Bitcoins y los riesgos que conlleva su uso en el mercado, 
como lo son, la superintendencia financiera, el banco de la república y la superintendencia 
de sociedades, para luego acudir al derecho comparado y visualizar cual ha sido el 
tratamiento que han dado los tribunales a este fenómeno de las criptomonedas. 
 
El quinto escenario, desarrolla los retos que se enmarcan en el uso de las transacciones 
comerciales con Bitcoins, y de los obstáculos que podrá enfrentar el operador jurídico ante 
la ausencia de una normativa clara y expresa sobre las monedas virtuales, pero también se 
estudian los problemas en las entidades administrativas, principalmente con el tema de la 
soberanía monetaria del país. 
 
El sexto escenario, propone después de analizar los distintos escenarios que se pueden 
generar con el uso de los Bitcoins en las transacciones comerciales, que se adopte una 
posición regulatoria y no de prohibición, controlando las casas de cambio que son las que 
permiten la transición de las monedas virtuales a moneda legal. 
 





























TRATAMIENTO JURÍDICO DE LAS TRANSACCIONES COMERCIALES CON 
BITCOINS EN COLOMBIA  
 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
Recientemente las monedas virtuales, y en especial el Bitcoin, se han convertido en un tema 
de particular importancia en el mundo, poco se ha dicho en la academia, la ley y la 
jurisprudencia sobre los aspectos jurídicos que conlleva el uso de Bitcoins en las 
transacciones digitales. No obstante, en el caso de Colombia instituciones como la 
superintendencia financiera y el Banco de la Republica han emitido algunos conceptos sobre 




El 26 de marzo de 2016 la superintendencia financiera de Colombia emitió la carta circular 
No. 29 dirigida al público y a sus entidades vigiladas, el ente regulador teniendo en cuenta el 
auge de las monedas virtuales, advierte acerca de los riesgos a los que se exponen cuando 
adquieren y transan con estos instrumentos que no están regulados ni respaldados por ninguna 
autoridad monetaria o activos físicos y cuya aceptación es limitada, recordando a sus 




De igual forma, el 1 de abril el Banco de la República como autoridad monetaria, crediticia 
y cambiaria, se pronunció respecto a la moneda virtual, incluyendo el Bitcoins, mediante 
oficio GG2105 de 2016 manifestando que ninguna moneda virtual ha sido reconocida por el 
legislador, ni por la autoridad monetaria y teniendo en cuenta que el Bitcoins no constituye 
un activo equivalente a la moneda de curso legal, carece de poder liberatorio ilimitado 
para la extinción de obligaciones, y que las únicas divisas con las que se pueden pagar las 
operaciones del mercado cambiario y del mercado libre establecidas en la Resolución 008 de 
2000 expedida por la Junta directiva del Banco de la República, son las que se encuentran 
respaldadas por la autoridad monetaria de otro país. En consecuencia, las monedas virtuales 
no son divisas para el Banco de la República. 
 
Hasta aquí el panorama no es alentador para empresarios y comerciantes que buscan innovar 
e incursionar en los nuevos mercados digitales, por cuanto las tesis de los entes reguladores 
solo muestran un escenario: las transacciones e inversiones con Bitcoins, aunque no son 
ilegales implican riesgos para los consumidores e inversionistas y son operaciones en las que 
el Banco de la República y la superintendencia financiera no tienen competencia de 
vigilancia, control o regulación.  
 
 
Esta postura, sin embargo, no resuelve nada acerca de los problemas que genera el uso de 
Bitcoin en las transacciones comerciales, la no regulación de estos mercados emergentes 
crearía inseguridad jurídica frente a posibles conflictos que aún no existen, pero que pueden 
crearse, como son los siguientes casos, ¿Qué sucede cuando en un negocio jurídico se pacta 





Los nuevos mercados caminan junto con las nuevas tecnologías, el comercio electrónico se 
ha convertido para las empresas colombianas en una oportunidad para la comunicación e 
interconexión con un mundo globalizado donde incursionan los nuevos mercados digitales, 
como es el caso de las monedas virtuales y el dinero electrónico, claro, las ventajas 
competitivas en el desarrollo de los negocios digitales son variadas y generan un atractivo en 
los empresarios, puesto que reduce el tiempo de entrega de los bienes, incrementa la 
capacidad de la compañía, permite reducir inventarios, genera bajos costos operacionales, 
generando mayores ingresos para las empresas, por lo que realizar un estudio que incursione 
en el área de las monedas virtuales como el Bitcoin, representara un aporte pertinente. 
 
 
La investigación es de gran importancia para académicos, abogados litigantes en materia de 
derecho informático y comercio electrónico, además de inversionistas y consumidores 
interesados en incursionar en este mercado. 
En el ámbito internacional y nacional la investigación tiene como justificación la necesidad 
e importancia de regular el uso de las monedas virtuales para así permitir y facilitar el uso 
del bitcoins en las transacciones comerciales internacionales, como es el caso de panamá y 
trinidad y Tobago que si permiten realizar transacciones internacionales con bitcoins. 
En el ámbito local será de gran importancia generar un aporte con respecto al panorama 
jurídico de estos nuevos mercados digitales y de cómo la economía local debe estar preparada 
para incursionar en estos nuevos sistemas económicos, donde en otras ciudades ya existen, 
por ejemplo, cajeros de monedas virtuales, como es el caso de Bogotá. 
Las investigaciones sobre este tema son escasas, lo que hace necesario que se aborde este 
problema jurídico, que presenta situaciones que no tienen representación e identidad legal en 
el derecho, para la universidad será de gran importancia ofrecer esta guía de información 




1.4 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
 
¿Qué tratamiento jurídico en Colombia, debe realizar el juez a las transacciones de 
compraventa comercial, cuando se ha pactado “Bitcoins” como forma de pago? 
 
 
1.5 SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Qué es él dinero electrónico? 
 
¿Qué son las monedas virtuales? 
 
¿Cuál es la naturaleza jurídica del Bitcoin? 
 
¿Cómo es la aplicación de los principios de contratación electrónico en las transacciones 
comerciales con Bitcoins?  
 
¿Cómo debe regularse el uso de Bitcoins en la legislación colombiana? 
 
1.6.  OBJETIVOS 
 
1.6.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 Analizar los aspectos jurídicos en las transacciones comerciales con Bitcoins en 
Colombia 
 
1.6.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Determinar la naturaleza jurídica de las monedas virtuales, como el Bitcoin en 
Colombia  
 Estudiar los principios de la contratación electrónica en las transacciones comerciales 
con Bitcoins 
 Proponer las posibles regulaciones de las monedas virtuales en las transacciones 
comerciales. 





2.1.1. LA INCLUSIÓN DEL BITCÓIN EN EL MARCO DE LA SOBERANÍA 
MONETARIA Y LA SUPERVISIÓN POR RIESGOS EN COLOMBIA, Pablo Andrés 
Rivas Herazo, revista derecho privado de los andes, articulo de reflexión, El presente escrito 
discute si el bitcóin y la soberanía monetaria, en armonía con la supervisión por riesgos, 
pueden coexistir en Colombia, de forma que sus riesgos se mitiguen y se impulsen sus 
beneficios. Para tal efecto se analizan y caracterizan las debilidades, oportunidades, 
fortalezas y amenazas que presentan las monedas virtuales, tomando el bitcóin para el caso 
concreto. Bajo la normativa actual, en Colombia el bitcóin podría llegar a poner en entredicho 
el control monetario del Estado y las normas sobre administración de riesgos que se han 
emitido. Así, este estudio analiza la posibilidad de adoptar sistemas de implementación como 
respuesta regulatoria al nuevo producto, de manera que se capturen las oportunidades y 
fortalezas del instrumento y se mitiguen las debilidades y amenazas, sin desconocer la 
soberanía monetaria del Estado o los riesgos que debe administrar. 
 
 
2.1.2 APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE CONTRATACIÓN ELECTRÓNICA EN 
LAS TRANSACCIONES CON BITCOINS EN COLOMBIA, Omar Alfonso Cárdenas 
Caycedo, revista academia y derecho, La contratación electrónica mueve millones de dólares 
a diario en todo el mundo, naturalmente su regulación jurídica ha sido objeto de importantes 
debates en el marco del derecho comercial y procesal contemporáneo. No solo se trata de 
analizar la perspectiva sustancial del contrato electrónico, sino también la posibilidad de su 
exigencia y eficacia en escenarios procesales. El presente artículo analiza los principios que 
impactan la contratación electrónica, con su respectivo desarrollo jurisprudencial y 
normativo en el contexto colombiano; para ello se realizará un breve repaso de la importancia 
de los principios en el derecho y sus funciones, en segundo lugar, una introducción al 
fenómeno de la contratación electrónica, para finalizar con el estudio pormenorizado de los 
principios. Posteriormente se analizará su aplicación en bitcoins. 
 
 
2.1.3. UN MERCADO FINANCIERO FLORECIENTE: EL DEL DINERO VIRTUAL NO 
REGULADO, Susana Navas Navarro, revista CESCO  de derecho de consumo, El Bitcoin 
(BTC) va apareciendo regularmente en los medios de comunicación por diversos motivos. 
Desde la quiebra de una conocida casa de cambios en Estados Unidos (Mt. Gox) hasta la 
constitución de una sociedad cuyo capital social está denominado exclusivamente en esta 
criptomoneda pasando por el anuncio de que algunas tiendas de la Milla de oro de Madrid 
acepten como medio de pago la moneda virtual no regulado de la que trata este trabajo. 
Nosotros nos proponemos estudiar, desde el Derecho privado, la configuración jurídica del 
BTC planteando cuestiones e intentando resolverlas. La conclusión a la que llegamos es que 
es una moneda virtual que funciona, hoy por hoy, de forma similar a una divisa y que el 
legislador debería limitar su intervención, el día en que así lo decida, a permitir su conversión 
a la moneda fiduciaria de uso legal. 
 
 
2.2 BASES TEORICAS 
 
 
El comercio electrónico, ha sido catalogado como uno de los motores de desarrollo de la 
economía del siglo XXI, sin embargo, no existe concepto unificado en la doctrina que defina 
lo que es el comercio electrónico, no obstante, para el desarrollo de esta investigación se 
analizaran algunas definiciones emitidas por profesores y organismos especialistas en el 
tema:  
 
Ernesto Rengifo García, define el comercio electrónico como “el intercambio de información 
entre personas que da lugar a una relación comercial, consistente en la entrega en línea de 
bienes intangibles o en un pedido electrónico de bienes tangibles. Este intercambio de datos 
puede ser “multimedial” o consistir en imágenes, textos y sonidos”. (Ernesto, 2000) 
PEET JHON, “se refiere al comercio electrónico que efectivamente tiene lugar en el Internet” 
(Jhon, 2000), y MELBA ROCIO PEREZ, “se refiere a él como la compra de servicios y 
productos en Internet”. (Melba, 2003)  
La CNUMDI, uno de los organismos más importantes en relación al comercio  internacional, 
plasma una definición de comercio electrónico al señalar que: “el comercio electrónico 
abarca cuestiones suscitadas por toda relación de índole comercial, sea o no contractual, 
estructurada a partir de la utilización de uno o más mensajes de datos  o de cualquier otro 
medio similar, las relaciones de índole comercial comprenden sin limitarse a ellas, las 
siguientes operaciones: toda operación comercial de suministros o intercambio de servicios; 
todo acuerdo de distribución; toda operación de representación o mandato comercial; todo 
tipo de operaciones financieras, bursátiles o de seguros; de construcción de obras de 
consultoría; de ingenierías; de concesión de licencias ; todo acuerdo de concesión o 
explotación de un servicio público; de empresa conjunta y otras formas de cooperación 
industrial y comercial de transporte de mercancías o de pasajeros por vía aérea, marítima y 
férrea, o por carretera”. 
 
 
De conformidad con Mateu de Ros, el comercio electrónico constituye un fenómeno jurídico 
y se concibe como la oferta y la contratación electrónica de productos y servicios a través de 
dos o más ordenadores o terminales informáticos conectados a través de una línea de 
comunicación dentro del entorno de red abierta que constituye Internet. Representa un 
fenómeno en plena expansión con votos de crecimiento extraordinario en número de 
conexiones, clientes y operaciones”. (ROS, 2000) 
 
Según Davara, establece por separado qué es comercio, y que implica que éste sea 
electrónico: “…en un sentido amplio, es comercio toda aquella actividad que tenga por objeto 
o fin realizar una operación comercial y que es electrónico cuando ese comercio se lleva a 
cabo utilizando la herramienta electrónica de forma que tenga o pueda tener alguna influencia 
en la consecuencia del fin comercial, con el resultado de la actividad que está desarrollando”. 
(DAVARA & DAVARA Asesores juridicos , 2001) 
 
De la misma opinión es García del Poyo que caracteriza el comercio electrónico como “el 
intercambio electrónico de datos e informaciones correspondientes a una transacción con 
contenido económico”. (GARCÍA DEL POYO, 2001) 
 
Para Aparicio Vaquero, la expresión „contratación electrónica‟ no pretende designar una 
categoría contractual autónoma, sino que se trata de un “concepto bajo el cual se regulan y 
estudian de forma sistemática todos aquellos contratos que tienen como característica común 
la forma en que son concluidos: entre personas que no se encuentran físicamente en el mismo 
lugar y que emiten sus declaraciones negociables mediante máquinas informáticas que tienen 
a su disposición”. Agrega que los contratos electrónicos constituyen una clase de contratos a 
distancia. Desde el punto de vista de las recientes normas relativas al comercio electrónico, 
constituye un servicio de la llamada sociedad de la información. (APARICIO VAQUERO, 
2002) 
 
Por su parte, Guisado Moreno desde una perspectiva jusprivatista señala que se entiende por 
comercio electrónico, aquel que abarca las transacciones comerciales electrónicas 
compraventa de bienes y prestación de servicio realizados entre empresarios, o bien entre 
empresarios y consumidores, a través de los soportes electrónicos proporcionados por las 
nuevas tecnologías de la información y la comunicación, básicamente Internet, así como 
también las negociaciones previas y posteriores estrechas y directamente relacionadas con 
aquellos contratos (ofertas contractuales, contra ofertas, pago electrónico) . (GUISADO 
MORENO, 2004) 
 
Para Renato Javier Jijena Leiva, el comercio electrónico es el intercambio telemático de 
información entre personas que da lugar a una relación comercial, consistente en la entrega 
en línea de bienes intangibles o de un pedido electrónico de bienes tangibles, que pueden ser 
multimedia consistir en imágenes, textos y sonidos. (JIJENA LEIVA, 1999) 
 
Una definición amplia de comercio electrónico, es la que recoge el comunicado de la 
Comisión de las Comunidades Europeas, que señala “Se entiende por comercio electrónico 
todo intercambio de datos por medios electrónicos, este relacionado o no con la actividad 
comercial en sentido estricto. De forma más estricta, entendemos en este estudio que debe 
circunscribirse a las transacciones comerciales electrónicas, es decir la compra venta de 
bienes o prestación de servicios, así como las negociaciones previas y otras actividades 
ulteriores relacionadas con las mismas, aunque no sean estrictamente contractuales (p. Ej., 
pagos electrónicos), desarrolladas a través de los mecanismos (como el correo electrónico , 
o el Word Wide Web, ambas aplicaciones de Internet, o el EDI Electronic Data Interchange, 
en vertientes comerciales)”. (Comunicación de la comisión de las comunidades europeas al 
concejo, 1997) 
 
2.3 BASES LEGALES 
  
2.3.1 constitución política de Colombia  
 
2.3.2 código de comercio colombiano  
 
2.3.3 código civil colombiano  
 
2.3.4 ley 527 de 1999  
 
2.3.5 ley 1562 de 2013 código general del proceso  
 
 
3 DISEÑO METODOLÓGICO 
 
3.1 TIPO DE INVESTIGACIÓN  
 
El tipo de investigación es jurídica, de enfoque cualitativo porque no se efectúa una 
medición numérica por lo que el análisis no es estadístico; y de carácter documental y 
descriptivo ya que está fundamentada en el análisis de las normas constitucionales, legales 
y referencias jurisprudenciales.  
 
El método de investigación aplicado es la hermenéutica jurídica puesto que se basa en la 
interpretación sistemática del ordenamiento jurídico Colombiano y en el análisis de los 
estudios del derecho. 
 
 
3.2 POBLACIÓN Y MUESTRA  
 
Teniendo en cuenta que es una investigación de enfoque cualitativo no tiene un estudio de 
población y muestra, sino un estudio normativo. 
 3.3 TÉCNICAS DE RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
La técnica de recolección de datos será a través de las principales fuentes del derecho: 
Constitución, ley, jurisprudencia y doctrina. 
 
 
4 ELEMENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ANTEPROYECTO 
 


































































































      
 
 
         
 





 Ítem  Valor  
1 Gastos de transporte y salidas de campo  70.000 
2 materiales bibliográficos  100.000 
3 Fotocopias  50.000 

















5. Mercados Digitales 
 
Los nuevos mercados caminan junto con las nuevas tecnologías, el comercio electrónico se 
ha convertido para las empresas colombianas en una oportunidad para la comunicación e 
interconexión con un mundo globalizado donde incursionan los nuevos mercados digitales, 
como es el caso de las monedas virtuales y el dinero electrónico, claro, las ventajas 
competitivas en el desarrollo de los negocios digitales son variadas y generan un atractivo en 
los empresarios, puesto que reduce el tiempo de entrega de los bienes, incrementa la 
capacidad de la compañía, permite reducir inventarios, genera bajos costos operacionales, 
generando mayores ingresos para las empresas. 
 
 
5.1.1 Dinero electrónico 
 
Al hablar de dinero electrónico, se manejan dos posibles sentidos, a saber; uno amplio y uno 
más restringido.   
 
En sentido amplio se puede identificar el dinero electrónico como “cualquier sistema de pago 
que requiera para su funcionamiento una tecnología electrónica”. (Gómez Duarte, 2012) En 
el sentido anterior resulta interesante observar como las tarjetas de crédito y débito, se ven 
incluidas como parte del dinero electrónico.   
 
Ahora bien, de una manera más restringida, la tesis en sentido estricto establece que el dinero 
digital se compone únicamente por “las monedas y billetes electrónicos que actúan como 
sustitutos del dinero metálico o el papel moneda” (Gómez Duarte, 2012) 
 
El concepto de “dinero electrónico” aparece expresado por el Banco Central Europeo, en su 
Informe de 1998; concepto que, con posterioridad, aparecerá en las Leyes de los Estados 
Miembros que lo regulen. En el referido documento se advierte que se trata de: 
 
 
“un valor monetario almacenado electrónicamente en un dispositivo tecnológico 
que puede ser usado para realizar pagos a cualquier empresa distinta del emisor 
sin necesidad de involucrar cuentas bancarias en la transacción, pero actúa como 
instrumento prepagado al portador”. (Bank European Central, 1998) 
 
Sin embargo, el concepto de dinero electrónico difiere al de moneda virtual ya que este dinero 
si se encuentra regulado en la ley, el dinero electrónico es entonces aquel mecanismo digital 




5.1.2 Monedas virtuales  
 
Utilizando la definición de la Autoridad Bancaria Europea (EBA, por sus siglas en inglés), 
las monedas virtuales son: 
 
“una representación digital de valor que no es emitida por una autoridad central 
y que no necesariamente lleva su valor atado al de una moneda fiduciaria. Son 
emitidas por personas naturales o jurídicas como un medio de intercambio y son 
transferidas, guardadas o transadas de manera electrónica.” (Authority, 2014) 
 
 
5.1.2.1 Variantes de monedas virtuales  
 
De igual forma la EBA ha dado tres tipos de esquema de monedas virtuales: 
 
 
1. Cerrados: que no tienen vínculo con la economía real, ya que no se pueden usar para 
comprar bienes y servicios en el mundo real sino en comunidades virtuales, como es 
el caso de los videojuegos, con el oro de Warcarft. 
 
2. De flujo Unidireccionales: en el cual se adquiere la moneda virtual utilizando dinero 
fiduciario, para la compra de bienes o servicios reales o virtuales, pero la moneda 
virtual no puede ser reconvertida en dinero real, como es el caso de los Facebook 
Credits o lifemilles de Avianca. 
 
 
3. Esquemas de flujo bidireccional: donde la moneda virtual puede ser utilizada para 
comprar bienes o servicios en el mundo virtual y en el real, además de que puede ser 
reconvertida en dinero real, el esquema bidireccional es que se usa con los Bitcoins. 
 
Analizaremos cada uno a continuación: Siguiendo el estudio del Banco Central Europeo, 
que establece tres variantes de dinero virtual en función del medio en el que circule, es 
decir, si sólo es un medio virtual o también real, la variación se realiza del siguiente 
modo: 
Dinero virtual “in-game only”  
 
Se trata de dinero virtual que se crea y usa en los videojuegos online para el intercambio 
de bienes y servicios virtuales dentro de una comunidad asimismo virtual. Luego, no 
existe trascendencia real, esto es, ese dinero virtual no sirve para adquirir bienes o 
contratar servicios en el mundo de la economía real. Los usuarios del juego suelen pagar 
una pequeña cantidad de dinero, no muy elevada, para poder obtener así dinero virtual e 
iniciar o seguir con el juego. Sería, por ejemplo, el supuesto de determinados juegos 
online de la empresa Nintendo.   
 
En algunos casos, aunque inicialmente, el dinero virtual así adquirido no tiene relevancia 
en la economía real, puede llegar a tenerlo cuando permite adquirir bienes o contratar 
servicios reales y realizar lo que se denomina “micropagos” (GRINBERG). Éste sería el 
caso del afamado juego Second Life, el cual, en su origen manejaba moneda virtual 
cerrada -los denominados Linden Dollars- a una comunidad concreta y que, con 
posterioridad, sirvió para la adquisición de bienes en la economía real. En este caso, 
estaríamos ante la siguiente variante de dinero virtual: la “unidireccional”. (Navarro, 
2015) 
 
Dinero virtual unidireccional 
 
Una segunda variante de dinero virtual es la que consiste en dinero real que se convierte 
en moneda virtual para poder adquirir bienes o servicios en el mundo virtual y, sólo 
excepcionalmente, en el mundo real. Una vez adquirida la moneda virtual no se puede 
cambiar a moneda real o fiduciaria. Sería el caso de los Amazon coins o de los Facebook 
credits (FB) que se ganaban en el juego online “Farmville”, aunque su evolución condujo 
a que se pudieran cambiar por dinero de curso legal. Éstos últimos, introducidos en 2010, 
fueron retirados dos años después como consecuencia de la presentación de una class 
action por parte de varios padres de menores usuarios de internet que adquirieron esa 
moneda virtual sin su consentimiento.  
 
Este tipo de dinero virtual permite adquirir tanto bienes virtuales (v. gr. descargarse un 
libro electrónico para Kinddle de Amazon o participar en determinados juegos sólo 
accesibles en el sitio web de Facebook) como bienes reales (v. gr. adquisición de un libro 
en formato papel).   
Las tarjetas de fidelización por puntos (v. gr. los sistemas “Frequent Flyers” de las 
compañías aéreas, de determinados supermercados o tiendas de videojuegos o juegos 
online tales como las de la conocida cadena “Game shop”) que permiten cambiar los 
puntos acumulados por bienes o servicios de la economía real responden a esta variante 
de dinero virtual. 
  
En todos los supuestos de dinero virtual unidireccional existe un sujeto que es el emisor 
de la moneda y que haría las funciones de una “autoridad central” que decide si emite la 
moneda, el volumen de la emisión, el tipo de cambio, a quién vendérsela o no y si la retira 
o no del mercado (virtual o real). Seguiría pues un esquema similar al de la emisión del 
dinero fiduciario de curso legal. (Navarro, 2015) 
 
Dinero virtual bidireccional   
 
En este caso, la moneda virtual actúa como si fuera una divisa, una moneda más que se 
puede comprar y vender y que sirve, además, para comprar y vender cosas tanto virtuales 
como reales, así como contratar servicios. Es el caso de los BTC u otras monedas que 
siguen su esquema46. La emisión de dinero virtual bidireccional carece de una “autoridad 
central” o “emisor”, como en el caso anterior, antes bien el dinero se genera por todos los 
posibles participantes en la comunidad virtual en pie de igual al emplear una red P2P. Por 
tanto, la emisión de dinero virtual bidireccional está descentralizada.   
 
En las líneas que siguen nosotros nos vamos a centrar en esta variante de dinero virtual 
y, en concreto, analizaremos el caso de los BTC más detenidamente. Antes, no obstante, 
procede detenerse en la relación existente entre esta variante de dinero virtual y el dinero 
electrónico. (Navarro, 2015) 
 
5.2 Naturaleza jurídica del Bitcoins  
 
La no regulación legal de esta moneda virtual, obstaculiza la identificación de su 
naturaleza jurídica en la legislación colombiana, en especial en la mercantil, las 
características del Bitcoins hacen que el instrumento tenga similitud con algunas figuras 
del derecho, sin embargo, estas se quedan cortas, ante la magnitud de la innovación, por 
lo cual se hace necesario plantear una nueva categoría jurídica o normatividad nueva. 
5.2.1 ¿Es una moneda o un bien?   
 
Según lo ha establecido el Banco de la República de Colombia, el Bitcoin no es una 
divisa, ni una unidad monetaria, ni tampoco una moneda con poder liberatorio en el país, 
si bien el banco adopto esta tesis, no corresponde a dicha institución, definir que es y que 
no es un medio de intercambio en el país, eso corresponde al congreso de la república. 
De acuerdo con el numeral 13 del artículo 150 de la Constitución Política de 1991, 
corresponde al Congreso de la República determinar la moneda legal, junto con su 
convertibilidad y el alcance de su poder liberatorio. Dicha facultad fue ejercida por el 
Congreso por medio del artículo 8 de la Ley 31 de 1992, donde estableció que la moneda 
legal expresará su valor en pesos de acuerdo con las denominaciones que determine el 
banco de la república.  
 
De acuerdo con las definiciones legales que existen en el país, el Bitcóin no podría ser 
considerado una moneda legal. Sin embargo, el Bitcóin cumple funciones de la moneda 
de curso forzoso: es utilizado como medio de intercambio de bienes y servicios, como 
medida de cuenta y como depósito de valor. Una vez se le asigna un valor nominal o de 
intercambio al Bitcóin, se puede intercambiar por otras divisas o monedas, e incluso 
establecer unidades de cuenta con este. 
 
Sin embargo, el intercambio de Bitcoins no sería más que una permuta de bienes, lo cual 
es un contrato perfectamente válido, jurídicamente refiriéndose a respetar el orden 
jurídico aplicable en la actualidad. 
 
5.2.2 ¿es un valor? 
 
 
Hay quienes se preguntan si los Bitcoins podrían constituir un valor o un security bajo la 
ley de los Estados Unidos, y por tanto estar incursos en la emisión no autorizada de 
valores en dicha jurisdicción. Se piensa que la inclusión del Bitcóin dentro de la 
regulación de valores de Estados Unidos sería el primer paso para tratar los riesgos reales 
que la moneda virtual conlleva para los inversionistas y el público en general. (Yang, 
2013) 
 
En Colombia, las características de un valor se encuentran definidas en el artículo 2 de la 
Ley 964 de 2005, que establece que es el instrumento financiero de naturaleza negociable, 
que haga parte de una emisión y cuyo propósito o efecto sea la captación de dineros del 
público. El Bitcóin podría llegar a cumplir con cada una de esas características, pues se 
trata de un instrumento de naturaleza negociable, que podría hacer parte de una emisión 
sucesiva y que podría tener por efecto la captación de recursos del público. Sin embargo, 
de acuerdo a lo establecido en el Concepto 20056-946, del 27 de julio de 2005, emitido 
por la Superintendencia financiera de Colombia, entre otros, se requiere de una 
reglamentación gubernamental para considerar un nuevo instrumento como un valor. 
(Rivas Herazo, 2016) 
 
5.2.3 ¿es una divisa? 
El Bitcoins no puede ser considerado una divisa o moneda extranjera, como lo ha 
explicado el fondo monetario internacional: 
 
“una divisa o moneda extranjera es también una moneda de curso legal emitida 
por la autoridad monetaria de otra economía o de una zona monetaria diferente”. 
(Fondo Monetario Internacional, 2009)  
y Bitcoins al no ser una moneda de curso legal emitida por alguna autoridad monetaria 
de algún Estado, no puede ser considerado una divisa. 
 
5.3 Funcionamiento del Bitcoins 
 
El Bitcóin es una moneda virtual que funciona como un sistema de pagos basado en 
archivos de computador, y como tal sirve para transar de manera encriptada bienes y 
servicios o para realizar transferencias de valor. Por su condición de archivo puede ser 
destruido o perdido, igual que el dinero. (Plassaras, 2013) 
 
Hasta hace poco, cualquier transacción monetaria digital requería un intermediario, como 
Visa o PayPal. Esencialmente, estos son “libros mayores” que registran el balance de la 
cuenta de cada usuario y que, en una transacción, cobran una tarifa al deducir lo 
especificado de una cuenta y agregarlo a otra. 
 
Como explica Jerry Brito, experto en monedas virtuales, estos intermediarios eran 
indispensables, porque existía un problema tecnológico fundamental: así fuera posible 
guardar 100 dólares o su equivalente en un archivo digital y transferírselos a otra persona, 
la mera transferencia no desaparecía del todo el monto original del computador que los 
traspasó. Si la tecnología no impedía que el mismo dinero fuera transferido más de una 
vez, cualquier sistema de pago basado en ella era inútil. (Reisbeck Daniel, 2015)  
 
Un aparte importante del funcionamiento de Bitcoins es la minería (mining) la única 
forma de obtener Bitcoins nuevos es participando activamente en el proceso de soporte 
del sistema. Cuando se realiza una transacción y se da la transmisión de la clave pública, 
cada nodo o minero de la red procesa la transacción y la agrega al valor final de la 
transacción, al final de un hilo de código que representa otras transmisiones de 
información reciente (cadena de bloques o blockchain). (Rivas Herazo, 2016) 
 
El valor de cada Bitcoins esta parciamente determinado, además de las leyes de la oferta 
y la demanda, por el esfuerzo ocupacional que originalmente requirió este trabajo de 
minería. Hecha la transacción, un programa en internet la procesa y registra en un registro 
contable público descentralizado, que no está controlado por ninguna autoridad central 
(Ly, 2014), conocido como Blockchain. Ese registro público guarda qué transacciones 
han sido exitosas o aceptadas, de dónde vienen los bitcoines y hacia dónde van, pero no 
registra información particular de las partes de la transacción, por lo cual se garantiza 
algo de privacidad. Eso hace que el sistema sea parcialmente anónimo. Las operaciones 
se realizan por medio de pruebas criptográficas, lo que permite que los usuarios 
comercien directamente sin la necesidad de un tercero que autorice la transacción. Se 
generan dos claves que se encuentran matemáticamente relacionadas: una pública para 
ubicar la identidad de la cuenta y una privada en cabeza del pagador y el pagado, que se 
utiliza para acceder a la cuenta donde se mantienen tienen los Bitcoines de cada parte. 
Utilizando el sistema de contraseña pública, se mantiene la privacidad de los actores y la 
seguridad del sistema. Una vez el pagado utiliza la contraseña pública para solicitar los 
fondos, el pagador debe autorizar dicha compra al implementar su contraseña privada. La 
clave pública solo puede ser utilizada una vez y esta queda inscrita en el registro público 
para el conocimiento de la comunidad Bitcóin. Asimismo, se crea un sello de tiempo para 
verificar que cada Bitcóin no ha sido gastado dos veces (que no haya sido falsificado). 
Ese sello registra el momento exacto en que un Bitcóin se creó o envió de una persona a 
otra. (Plassaras, 2013)  
 
Los Bitcoins Se pueden adquirir por medio de compra y venta de bienes y servicios, por 
transferencias simples, o por el trabajo de minería que se explicó anteriormente , la gran 
importancia de esta moneda virtual radica en que su valor no está respaldado por una 
mercancía, sino proviene de percepción de la confianza  y receptividad que el público 
tiene en dicho dinero, tal y como sucede con el dinero fiduciario. (Nakamoto, 20008) 
 
5.4 Principios de la contratación electrónico en las transacciones con Bitcoins 
 
La regulación jurídica de los principios de la contratación electrónica ha sido objeto de 
importantes debates en el derecho comercial y en el derecho procesal contemporáneo, sin 
embargo, los conflictos contractuales surgidos en los ambientes virtuales han generado 
una evolución permanente en el campo del derecho contractual. 
 
 Es así como el juez, apoyado en principios, puede dar solución a casos no regulados 
expresamente en las leyes vigentes, todo con el fin de alcanzar estándares más cercanos 
a la justicia material. Ciertamente los principios despliegan su verdadero alcance en los 
casos concretos, más que en sus formulaciones de por sí amplias y difusas; en efecto, esta 
es una condición que al sentir de (Zagrebelsky, 2005), permite diferencias principios de 
reglas:  
 
“Así pues –por lo que aquí interesa–, la distinción esencial parece ser la siguiente: 
las reglas nos proporcionan el criterio de nuestras acciones, no dicen cómo 
debemos, no debemos podemos actuar en determinadas situaciones específicas 
previstas por las reglas mismas; los principios, directamente, no nos dicen nada 
a este respecto, pero nos proporcionan criterios para tomar posición ante 
situaciones concretas pero que a priori aparecen indeterminadas. Los principios 
generan actitudes favorables o contrarias, de adhesión y apoyo o de disenso y 
repulsa hacia todo lo que puede estar implicado en su salvaguarda en cada caso 
concreto. Puesto que carecen de «supuesto de hecho», a los principios, a 
diferencia de lo que sucede con las reglas, sólo se les puede dar algún significado 
operativo haciéndoles «reaccionar» ante algún caso concreto. Su significado no 
puede determinarse en abstracto, sino sólo en los casos concretos, y sólo en los 
casos concretos se puede entender su alcance. (Zagrebelsky, 2005) 
 
El escenario de la contratación electrónica cuenta con su propio catálogo de principios, 
desarrollados principalmente por la doctrina teniendo como fundamento las normas tipo 
de organismos internacionales, las leyes adoptadas al interior de los estados, las 
decisiones judiciales y los contratos celebrados entre particulares. Estos “principios de la 
contratación electrónica “se convierten en una guía que permite dar claridad a los jueces 
cuando se enfrentan a litigios donde las pretensiones giran en torno a un contrato 
celebrado por medios electrónicos, y que suele generar dudas en torno a su validez 
probatoria y sustancial. Algunos de los denominados “principios de la contratación 
electrónica” son novísimos, como el de “neutralidad tecnológica”, los cuales contrastan 
con otros que son auténticas adecuaciones de principios clásicos del derecho de contratos, 
tal como sucede con el principio de la “buena fe en el contrato electrónico”. (Cárdenas 
Caycedo, 2016) 
 
de los grandes problemas de la contratación electrónica es el problema de la tipicidad 
contractual. En este punto debe establecerse una diferencia: (i) los contratos típicos 
realizados por medios electrónicos y (ii) los contratos atípicos electrónicos. Los primeros 
hacen referencia a los contratos comunes de antaño conocidos y regulados, que ahora se 
realizan con apoyo en las TIC; un ejemplo de esta clase de contrato es la compraventa de 
bienes muebles realizada a través de plataformas como ebay, OLX. Los segundos, por su 
parte, nacen de comprender que la misma existencia del ciberespacio y sus relaciones han 
creado auténticos contratos electrónicos atípicos, que únicamente podrían pensarse en el 
escenario virtual; así, por vía de ejemplo, el contrato por medio del cual se ejerce la 
denominada “computación en la Nube” o cloud, sólo existe en el entorno virtual. 
En resumen, los contratos típicos realizados por medios electrónicos, difieren únicamente 
de su par del mundo físico, en el uso de las TIC para comunicar a las partes (compraventa 
física y compraventa electrónica, por ejemplo); por el contrario, los contratos atípicos 
electrónicos no tienen contrapartida en el contexto de la contratación física y únicamente 
existen en los entornos virtuales, (v.gr. computación en la Nube o el contrato por el cual 
un usuario se suscribe a una red social).  La carencia de una regulación precisa sobre cada 
contrato electrónico atípico, permite que éstos a su vez generen subclases de contratos, 
con sus propias condiciones, cláusulas y responsabilidades en materia de seguridad, 
precio, condiciones, etc. Así por ejemplo, los servicios de computación en la Nube, 
permiten tres posibilidades, a saber: SaaS1 , PaaS2 , IaaS3. (Cárdenas Caycedo, 2016) 
 
Varios autores presentan su propio catálogo de principios de la contratación electrónica. 
(Rincón Cárdenas, 2015), a quien se seguirá en este artículo, los resume en: (i) 
Equivalencia funcional de los mensajes de datos; (ii) Neutralidad tecnológica; (iii) No 
alterabilidad del derecho preexistente de obligaciones y contratos (iv) Buena fe (v) 
Libertad contractual. No obstante, (Pérez, 2003) incluye los principios de autonomía de 
la voluntad, autenticidad y de integridad. Tales pueden ser considerados emanaciones del 
principio de equivalencia funcional. 
 
 
5.4.1 La Equivalencia funcional en los Bitcoins 
 
El principio de equivalencia funcional de los actos electrónicos es, sin duda, el primer 
principio que se debe mencionar a la hora de analizar el contrato electrónico; básicamente 
plantea que existe una equivalencia funcional entre los actos realizados por medios 
electrónicos, con lo actos jurídicos tradicionales; de este modo, la eficacia y el valor 
jurídico de los mensajes de datos y la firma digital, son similares a los propios del 
documento escrito y la firma manuscrita. Plantea una regla de no discriminación de un 
acto jurídico, por el sólo hecho de encontrarse contenido en un mensaje de datos. Este 
principio ha sido considerado por varios doctrinantes como la “piedra angular” del 
comercio electrónico mundial (Torres Torres, 2010), puesto que establece una regla de 
derecho sustancial y de derecho probatorio.  
 
                                                 
1 SaaS (Software as an service – software como servicio): Donde el servicio de computación prestado 
por la empresa, implica la infraestructura de almacenamiento de información, la plataforma y el 
software para su manejo. De tal suerte que el suscriptor tiene un bajo nivel de maniobra sobre la 
administración de estos tres elementos. Tiene como ventaja que el suscriptor recibe un servicio bajo 
la modalidad “llave en mano”, de uso inmediato. El suscriptor ingresa conforme las instrucciones de 
la empresa, y carga sus datos en la Nube (bazzani Montoya, 2012) 
2 PaaS (Plataform as a Service – plataforma como servicio): En esta modalidad de computación en 
la Nube, la empresa suministra la infraestructura de almacenamiento (servidores, etc.), y la 
plataforma requerida, pero no el software, siendo éste último de responsabilidad del suscriptor. 
(bazzani Montoya, 2012) 
3 IaaS (Infrastructure as a Service – infraestructura como servicio): Donde se alquila al usuario la 
infraestructura del proveedor, la cual permite el almacenamiento de información. El suscriptor se 
encarga de gestar la plataforma y el software a utilizar (bazzani Montoya, 2012) 
Sustancial en la medida que atribuye al mensaje de datos y la firma digital idénticas 
consecuencias al documento escrito con firma ológrafa, y probatorio por cuanto un juez, 
al valorar probatoriamente el mensaje de datos y la firma digital, no podrá restarle mérito 
por ese sólo hecho. (Illescas R. & Perales Viscasill, 20003) Citado por (Torres Torres, 
2010), define este principio así:  
 
“La función jurídica que en toda su extensión cumple la instrumentación escrita 
y autógrafa –o eventualmente su expresión oral– respecto de cualquier acto 
jurídico, la cumple igualmente su instrumentación electrónica a través de un 
mensaje de datos, con independencia del contenido, dimensión, alcance y 
finalidad del acto así instrumentado. La equivalencia funcional, en suma, implica 
aplicar a los mensajes de datos electrónicos una pauta de no discriminación 
respecto de las declaraciones de voluntad o ciencia manual, o gestualmente 
efectuadas por el mismo sujeto.”  
 
Este principio se encuentra reconocido en la Ley Modelo de Comercio Electrónico de la 
CNUDMI – UNCITRAL en su artículo 5, siendo recogido para el caso colombiano en la 
(Ley 527, 1999), por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los 
mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las 
entidades de certificación y se dictan otras disposiciones, en los artículos 5, 6 y 7; así 
mismo en el artículo 95 de la ley estatutaria de administración de justicia (Ley 270, 1996), 
que reconoce tal principio a los mensajes de datos utilizados por la administración de 
justicia. 
 
La Corte Constitucional en (Sentencia C-622, 2000), entra a caracterizar el principio de 
la equivalencia funcional (Ley 527, 1999), concluyendo que en la materialización de este 
principio cobra vital importancia el papel de las entidades de certificación, puesto que 
éstas dan certeza de que el mensaje de datos cumple con las características para aplicar 
el principio y equiparar el mensaje de datos con el medio escrito. La Corte advirtió:  
 
Se adoptó el criterio flexible de “equivalente funcional”, que tuviera en cuenta 
los requisitos de forma fiabilidad, inalterabilidad y rastreabilidad, que son 
aplicables a la documentación consignada sobre papel, ya que los mensajes de 
datos por su naturaleza, no equivalen en estricto sentido a un documento 
consignado en papel. En conclusión, los documentos electrónicos están en 
capacidad de brindar similares niveles de seguridad que el papel y, en la mayoría 
de los casos, un mayor grado de confiabilidad y rapidez, especialmente con 
respecto a la identificación del origen y el contenido de los datos, siempre que se 
cumplan los requisitos técnicos y jurídicos plasmados en la ley. (Sentencia C-
622, 2000) 
 
Frente a un contrato de compraventa de bienes o servicios entre dos comerciantes 
(excluyendo la relación de consumo), regulado por el derecho colombiano, en el que 
como medio de pago se establezca una cantidad fija de Bitcoin entregados al vencimiento 
de un plazo determinado, existirían serias dudas sobre su validez y sobretodo su 
exigibilidad a nivel judicial. Es en este punto donde se propone una salida hermenéutica, 
emanada de los principios de la contratación electrónica a falta de regulación legal 
aplicable. El primer principio que debe tenerse en cuenta es el de “no modificación del 
derecho de contratos prexistente”, por ende el uso de los Bitcoin  no puede alterar o 
modificar el derecho vigente. Ello permite acompasar el análisis con las posturas surgidas 
de los organismos del estado colombiano, en tal sentido los BTC no reemplazan al peso 
(COP) como moneda de curso forzado y con poder liberatorio. Dicho de otra manera, no 
puede exigirse a un acreedor de una obligación pactada en pesos o cualquier otra divisa, 
a recibir Bitcoins, puesto que en ese caso el uso de Bitcoin no permite extinguir la 
obligación por pago. En conclusión, el Bitcoin no reemplaza al peso (COP). No obstante, 
se mantiene la duda en aquellas obligaciones donde el pago in natura es justamente en 
Bitcoin, como sería el caso en el que expresamente las partes pacten los BTC como forma 
de pago. En este ejemplo, los conceptos de las entidades gubernamentales ya reseñados 
no otorgan mayores luces, por ello se propone la aplicación del principio de equivalencia 
funcional como una salida a dicho escollo jurídico. El principio de equivalencia funcional 
permitiría asimilar los Bitcoins a las divisas, sin afirmar que los Bitcoins ostenten tal 
calidad, pero sí se trataría del equivalente funcional más cercano existente. En otras 
palabras, reconociendo que los Bitcoin no son divisas (al no ser emitidos por un estado 
extranjero), éstas sí son la figura que más se les acerca, permitiendo asimilarlos en sus 
efectos. Tal aplicación del principio del equivalente funcional dejaría a salvo la discusión 
sobre la validez del contrato Siguiendo esta lógica, el contrato de compraventa en el cual 
las partes han pactado el pago en Bitcoin, deberá ser honrado realizando la transacción 
respectiva de tales activos en la cantidad y plazo debidamente pactados. Si por cualquier 
razón no es posible dicho pago (verbigracia, el cierre de la plataforma o que el usuario 
haya dado de baja su billetera electrónica, o que no cuente con BTC, entre otros 
ejemplos), deberá honrarse en su equivalente en pesos colombianos (COP). El cambio de 
Bitcoin a su equivalente en pesos colombianos (COP), se debe realizar ingresando a un 
portal que de manera confiable arroje la cotización del BTC en dólares americanos (USD) 
del día del pago, un ejemplo y tal vez el más confiable, sería el portal de blockchain 
(https://blockchain.info/es/charts/marketprice). Conocido el valor en dólares americanos 
resulta muy fácil convertir el valor a pesos colombianos usando para ello las tasas de 
cambio oficiales. 
La aplicación del principio de equivalencia funcional tal como aquí se propone, permite 
resolver el inconveniente de la exigibilidad a nivel judicial. En efecto, (Ley 1564, 2012, 
Art. 431) Código General del Proceso4 establece que en los eventos en los cuales se 
pretenda recaudar a través del proceso ejecutivo una obligación pactada en moneda 
extranjera, cuyo pago deba realizarse en moneda legal colombiana a la tasa vigente al 
momento del pago, el mandamiento de pago se debe dictar en la divisa acordada. 
Acogiendo la tesis propuesta de la equivalencia funcional de los Bitcoin con las divisas, 
podrá darse aplicación al artículo (Bejarano Guzman, 2016) del CGP en caso de que se 
pretenda el recaudo de una obligación pactada en BTC; posteriormente, en la etapa de 
liquidación del crédito –reglada en (Ley 1564, 2012, Art. 446) CGP–, se realizaría su 
conversión a la moneda nacional. 
 
La equivalencia funcional no sería el único principio que avalaría la postura aquí 
planteada. La buena fe que debe regir el contrato electrónico establece que, si las partes 
han pactado una obligación en Bitcoin, lo hacen con el fin de que produzca efectos de 
manera natural, tal y como fue pactada originalmente. Sería contrario a la regla de la 
buena fe de la lealtad y el no irse contra su propio acto (venire contra factum proprium 
non valet), el pactar una obligación en Bitcoin teniendo como finalidad que la misma no 
se cumpla, o que se excuse judicialmente a las partes de su cumplimiento con el 
argumento de la carencia de regulación legal. Por el contrario, el pacto de obligaciones 
en Bitcoin al no estar prohibido por una disposición de rango legal, se encuentra permitida 
en el mundo comercial y debe imperar en tal pacto el actuar conforme a los deberes de la 
buena fe; excepción hecha de las entidades del sector financiero, puesto que para éstas 
las operaciones en Bitcoin fueron prohibidas por la Superintendencia Financiera, tal 
como quedó dicho.  
 
Por su parte el principio de neutralidad tecnológica también afianza la postura aquí 
planteada. Mal haría el juez en discriminar una tecnología frente a otra, de tal suerte que 
otorgue validez jurídica a otro tipo de monedas virtuales, tales como las millas de 
aerolíneas y la niegue a las obligaciones pactadas en Bitcoin. 
 
                                                 
4 Sobre la regulación del mandamiento ejecutivo en el CGP cuando la obligación se ha pactado en 
moneda extranjera, el profesor Ramiro Bejarano explica: “Si la prestación cuyo cobro ejecutivo se 
pretende consiste en una obligación en moneda extranjera cuyo pago deba hacerse en moneda 
legal colombiana a la tasa vigente al momento del pago, el mandamiento ejecutivo ordenará la 
cancelación en la divisa acordada. Por ejemplo, si el deudor debe pagar el equivalente en pesos 
colombianos de 1000 dólares, el juez no librará el mandamiento de pago por el equivalente de la 
cantidad en pesos colombianos, sino por la suma de 1000 dólares.” (Bejarano Guzman, 2016) 
La aplicación de la neutralidad tecnológica indica que la tecnología Bitcoin no puede ser 
objeto de discriminación frente a otras modalidades similares. La libertad contractual, la 
libertad para contratar y la autonomía de la voluntad también respaldan el planteamiento 
acerca de los Bitcoin y su asimilación a las divisas como su equivalente funcional más 
cercano o parecido. Las partes en ejercicio de los principios mencionados pueden 
válidamente celebrar contratos que contengan obligaciones de dar Bitcoin, quedando 
cerrada la posibilidad de que tales clausulados sean acusados de vicisitud alguna, 
mientras se mantenga la situación de carencia de regulación jurídica expresa.  
 
El principio de autenticidad e integridad aplicados a la relación Bitcoin son orientadores 
de la actividad del juez, en el sentido que éste debe tener claro que la transferencia de 
Bitcoin, por ejemplo, efectivamente se realizó y que existe una trazabilidad de la 
operación que permite verificarlo. En otros términos, no debe existir la duda de que la 
operación y sus evidencias son transparentes y reales, y no fueron objeto de algún tipo de 
intervención o manipulación con ánimo de defraudar el conocimiento del juez en el 
proceso.  
 
En conclusión, en Colombia las operaciones en Bitcoin pueden ser asimiladas en sus 
efectos a sus pares en divisas, sin que por ello se afirme que los Bitcoins pueden 
clasificarse directamente como divisas, pero sí que se trata de su equivalente funcional 
más cercano o similar. Este planteamiento estaría cobijado por los principios de la 
contratación electrónica. (Cárdenas Caycedo, 2016) 
 
5.5 Pronunciamientos sobre el Bitcoin en Colombia  
 
Hasta la fecha no existe una regulación de orden legal o constitucional que prohíba o 
limite el uso de los Bitcoins en Colombia, o que tipifique como causal de nulidad, 
ineficacia o inexistencia su aplicación en un contrato. Dicho de otro modo, los Bitcoin 
carecen de regulación jurídica expresa, es decir existe un vacío. 
 
No obstante, la carencia de regulación de rango legal, organismos encargados del tema 
monetario, financiero o societario han realizado puntuales pronunciamientos sobre la 
validez del uso de los BTC al interior de Colombia, o al menos han advertido de los 
riesgos de su uso. A continuación, se presentan los pronunciamientos:  
 
 (Superintendencia Financiera de Colombia, 2014): La SFC manifestó que las 
entidades sometidas a su vigilancia (entidades del sector financiero) no 
pueden intermediar ni operar con Bitcoin, restringiendo así su uso en 
contratos con el sector financiero. La SFC no los denominó “moneda”, sino 
que utilizó el término mucho más genérico de “instrumentos”. Finalmente 
advirtió de los riesgos de operar con BTC entre los que mencionó: volatilidad 
en el precio, anonimato de las transacciones, posibilidad de hackeo, 
imposibilidad de reversar la transacción, ausencia de una garantía o depósito 
y que la aceptación de los BTC en el mercado puede ser temporal. 
(Superintendencia Financiera de Colombia, 2014) 
 
 Banco de la República de Colombia: Recuerda que la unidad monetaria en el 
país es el peso (COP) tal como lo establece (Ley 31, 1992), por lo tanto, 
concluye que el Bitcoin no es una moneda en Colombia y tampoco es una 
divisa. Más adelante, en el concepto del 10 de febrero de 2016 reiteró su 
posición al afirmar que el poder liberatorio es características exclusiva del 
peso (COP), por tal razón, concluye, no se encuentra regulado el uso de 
monedas digitales en el régimen de cambios internacionales y no pueden 
utilizarse como pago de las operaciones propias del régimen cambiario. 
(Banco de la República de Colombia, 2014) 
 
 
 Superintendencia de Sociedades: Sin referirse específicamente al Bitcoin, 
explicó que la unidad monetaria de Colombia es el peso (COP) por lo que 
otros mecanismos no constituyen un medio de pago de curso legal. 
Adicionalmente advirtió de los riesgos de acudir a los denominados “clubes 
de inversión”, que básicamente se constituyen en plataformas o anuncios web 
que de manera anónima aseguran rentabilidades exorbitantes a quienes 
inviertan en sus empresas, supuestamente expertas en el negocio de la 
moneda digital, resultando todo un fraude. Por último, manifestó que no 
existen compañías multinivel autorizadas para utilizar este tipo de activos. 
(Superintendencia de Sociedades, 2016) 
 
En conclusión, no existe un marco regulatorio del orden legal que permita, regule o prohíba 
el uso de criptomonedas en las operaciones de derecho privado en Colombia; sin embargo, 
existen pronunciamientos de la Superintendencia Financiera, Superintendencia de 
Sociedades y Banco de la República, que en términos generales concuerdan en los siguientes 
puntos: (i) afirman que la única moneda de curso legal en Colombia es el peso (COP), (ii) 
por lo tanto el peso (COP) cuenta con poder liberatorio, no así las criptomonedas; (iii) 
recomiendan a los particulares no invertir en criptomonedas por cuanto se trata de 
operaciones calificadas de riesgosas. 
 
5.6 Tribunal de justicia Europeo y los Bitcoins 
 
La postura según la cual los Bitcoins pueden ser asimilados al menos en sus efectos a las 
divisas no es nueva en el escenario mundial. En efecto, el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (Asunto C-264. ., 2014), por medio del cual desató una cuestión prejudicial 
solicitada por el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo de Suecia, se 
pronunció sobre la aplicación de la Directiva 2006/112/ CE que regula el sistema común 
del impuesto sobre el valor añadido (IVA), a las operaciones con Bitcoin, haciendo un 
paralelo con las divisas.  
En términos generales el litigio que se plantea en Suecia consiste en que: 
 
“Un ciudadano (el Sr. Hedqvist) desea prestar el servicio de intercambio de 
divisas tradicionales por BTC y viceversa, operación que espera desarrollar a 
través de una sociedad creada para el efecto. Normativamente las operaciones de 
intercambio de divisas tradicionales se encuentran exceptuadas del pago de IVA, 
situación que fue ratificada incluso en un fallo anterior del Tribunal. (Asunto C-
172. , 1996)  
 
El punto de discusión radica en determinar si los Bitcoin son divisas, caso en el cual las 
operaciones quedarían exentas de IVA (postura del Dr. Hedqvist y de la Comisión de 
Derecho Fiscal de Suecia), o, por el contrario, si se advierte que los Bitcoins no son 
divisas, las operaciones quedarían grabadas con IVA (postura de la administración 
tributaria sueca). La administración tributaria sueca (Skatteverket) interpuso demanda en 
contra de la decisión de la Comisión de Derecho Fiscal (Skatterättsnämnden), a fin de 
que se revoque la resolución según la cual las operaciones de intercambio de Bitcoin por 
divisas tradicionales, se consideraban exentas de IVA. Teniendo en cuenta la existencia 
de la directiva comunitaria sobre el IVA, el Tribunal Sueco solicitó decisión prejudicial 
al TJUE. El (Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE)) Consideró:  
 
“49 Pues bien, las operaciones relativas a divisas no tradicionales, es decir, a 
divisas distintas a las monedas que son medios legales de pago en uno o varios 
países, constituyen operaciones financieras siempre que tales divisas hayan sido 
aceptadas por las partes de una transacción como medio de pago alternativo a los 
medios legales de pago y no tengan ninguna finalidad distinta de la de ser un 
medio de pago. Además, como alegó en esencia el Sr. Hedqvist en la vista, en el 
caso concreto de las operaciones de cambio, las dificultades relacionadas con la 
determinación de la base imponible y del importe del IVA deducible pueden ser 
idénticas tanto si se trata de un intercambio de divisas tradicionales, en principio 
exento en virtud de (Directiva 2006/112/CE del consejo, 2006, pág. Art. 135. 
Apdo. 1. 
Letra E.), como de un intercambio, en uno u otro sentido, de tales divisas por 
divisas virtuales de flujo bidireccional que, sin ser medios legales de pago, 
constituyen un medio de pago aceptado por las partes en una transacción. Así 
pues, del contexto y de la finalidad de (Directiva 2006/112/CE del consejo, 2006, 
pág. Art. 135. Apdo 1. Letra E), se deduce que interpretar esta disposición en el 
sentido de que se refiere únicamente a las operaciones relativas a las divisas 
tradicionales equivaldría a privarla de una parte de sus efectos.  
52 En el litigio principal, consta que la divisa virtual «bitcoin» no tiene ninguna 
finalidad distinta de la de ser un medio de pago y que ciertos operadores la 
aceptan como tal.  
53 En consecuencia, procede concluir que éste, de la Directiva del IVA, se refiere 
igualmente a unas prestaciones de servicios como las controvertidas en el litigio 
principal, consistentes en un intercambio de divisas tradicionales por unidades de 
la divisa virtual «bitcoin», y viceversa, y realizadas a cambio del pago de un 
importe equivalente al margen constituido por la diferencia entre, por una parte, 
el precio al que el operador de que se trate compre las divisas y, por otra, el precio 
al que las venda a sus clientes.” (Consejo de la Unión Europea, 2006)  
 
El TJUE en primer lugar denomina a los Bitcoin como “divisas virtuales” y en segundo 
lugar estableció que las operaciones de intercambio de Bitocin por divisas tradicionales 
y viceversa, son asimilables a las operaciones de intercambio comunes y por ende exentas 
del IVA.  
 
La sentencia es de gran importancia por cuanto más allá de las discusiones que han 
dirigido las autoridades colombianas (ausencia de poder liberatorio y riesgo de la 
operación), el TJUE decidió que existen unas divisas “no tradicionales” tales como el 
Bitcoin, que en sus efectos deben ser asimiladas a las divisas “tradicionales”, siempre y 
cuando las partes las hayan aceptado en la respectiva transacción. 
 
5.7 Retos de las transacciones con Bitcoins en el derecho mercantil colombiano 
 
Muchas veces el derecho encuentra confluencias cuando se enfrenta a la tarea de entender 
y regular algunas situaciones, este capítulo del escrito se enfoca en el análisis a los 
desafíos que se presentan con el uso de Bitcoins en las transacciones comerciales, por el 
momento, en Colombia, no ha habido gran desarrollo sobre el tema, más que las 
circulares emitidas por el Banco de la República y la Superintendencia Financiera, sin 
embargo, presta especial atención que la base de dichos pronunciamientos es el temor de 
los entes reguladores, con el uso de Bitcoins con actividades como el lavado de activos, 
financiación del terrorismo y valor fluctuante en el mercado. 
 
Por supuesto los riesgos para consumidores e inversionistas son múltiples, pues sus 
recursos pueden ser objeto de robos cibernéticos, al lado de potenciales evasiones 
tributarias e imposibilidad de empleo en operaciones de cambio internacional. 
Particularmente, el origen confuso del Bitcóin hace de esta nueva especie un fenómeno 
imposible de enmarcar dentro de nuestra concepción clásica de los valores monetarios, 
los cuales, sabemos, están asociados a los atributos de unidad de cuenta, medio de 
atesoramiento y curso legal. Las criptomonedas carecen del último elemento 
mencionado, precisamente por su origen no estatal. (Zapata, 2017)  
 
Incluso algunos autores han analizado los efectos jurídicos del Bitcoin, en el sistema de 
registro de dominios digitales, el cual ha estado bajo el monopolio de la Corporación de 
Internet para la Asignación de Nombres y Números (ICANN, según su sigla en inglés), 
una agencia estatal estadounidense, que enfrenta un reto. Los dominios “. bit”, en donde, 
como en Bitcoin, prima el consenso de los “mineros” virtuales, mas no la tutela de 
ICANN. Por ende, son completamente inmunes a la interferencia o a la censura 
gubernamental. En los próximos años, la tecnología digital derrumbará a más de una 
jerarquía de poder tradicional. (Reisbeck Daniel s. , 2015)  
 
No obstante, las regulaciones no deben privarnos de las ventajas de la innovación, por lo 
que el derecho debe seguir la realidad tecnológica, así, por ejemplo, en Colombia ya 
existe el primer cajero electrónico de monedas virtuales, la maquina permite comprar con 
pesos colombianos, criptomonedas como, Bitcoin, Ethereum y Litecoin. (Pinto 
Alejandro, 2017)  
 
Ante este panorama son varios las preguntas y preocupaciones que surgen alrededor de 
la naturaleza jurídica del Bitcoin y que se trataran a continuación. 
 
5.8 Bitcoin en los contratos mercantiles ¿juez legalista o juez creador del derecho? 
 
Hoy por hoy, la contratación electrónica ha creado la necesidad de pensar en una 
reingeniería de la normativa mercantil para regular estas nuevas formas jurídicas, ejemplo 
de esto son los contratos de computación en la nube (e-cloud) y contratos de adquisición 
de cuentas en redes sociales, únicamente existen en el mundo digital y no encuentran su 
par en los contratos tradicionales. 
 
Esto ha creado una situación de vacío ante posibles controversias que surjan con ocasión 
del uso de Bitcoins en los contratos comerciales, tan solo, imaginemos la siguiente 
situación: 
 
Dada la existencia de las nuevas formas de pago en los mercados digitales, dos personas 
en una página web, deciden realizar una compraventa comercial y acuerdan como forma 
de pago el equivalente a pesos colombianos, pero en Bitcoins, posteriormente hay un 
incumplimiento para una de las partes, la controversia recae en un juez, surge la pregunta, 
¿Qué tratamiento jurídico debe realizar el juez a las transacciones de compraventa 
comercial, cuando se ha pactado “Bitcoins” como forma de pago? 
 
El primer camino, seria declarar nulo el contrato en razón de que existiría un objeto ilícito, 
ya que la única moneda que puede circular en el territorio colombiano es el Peso y aunque 
se pactara la obligación en divisa extranjera, el Bitcoin no posee el respaldo de un banco 
central de otro país, este camino seria el que transitaría un juez legalista. 
 
El segundo camino, es aplicar una interpretación sistemática de los contratos mercantiles, 
hacer una adaptación del Bitcoin a una realidad jurídica existente y prevaleciendo la 
intención en el contrato, como lo enuncia el código civil: 
 
“Artículo 1618: Conocida claramente la intención de los contratantes, debe 
estarse a ella más que a lo literal de las palabras.” 
El contrato de compraventa comercial sufriría una conversión jurídica, para ello, la 
naturaleza jurídica del Bitcoin seria considerarlo como un bien mueble, no fungible y de 
propiedad privada de carácter digital. Entonces todo negocio jurídico donde el Bitcoins 
se pacte como medio de pago mutaría en razón de la adaptación que el contrato debe tener 
con respecto a las normas ya existentes sobre contratos, siguiendo el ejemplo anterior, 
aquel contrato que en primer momento fue nombrado compraventa comercial, debe 
convertirse en una permuta en razón de la naturaleza jurídica de los bienes que desea 
adquirir, esta serie el camino de un juez garantista. 
 
Y finalmente, una tercera ruta, es que el juez podría aplicar una interpretación extensiva 
de los contratos mercantiles y los principios de la contratación electrónica. En el negocio 
jurídico electrónico presta especial atención, el principio de equivalencia funcional de los 
actos electrónicos, que básicamente plantea la equivalencia de los actos electrónicos con 
los actos jurídicos tradicionales, muchos autores y doctrinantes lo han definido como “la 
piedra angular” del comercio electrónico mundial , Este principio se encuentra 
reconocido en la Ley Modelo de Comercio Electrónico de la CNUDMI – UNCITRAL en 
su artículo 5, siendo recogido para el caso colombiano en la Ley 527, 1999. 
 
Siguiendo este camino el juez podría interpretar que la moneda legal en Colombia frente 
a negocios comerciales con Bitcoins, debe coexistir con nuevas formas de monedas 
virtuales, asimilándola a una divisa electrónica, esta posición sería la de un juez creador 
del derecho. 
 
Tal aplicación del principio de equivalente funcional dejaría a salvo la discusión sobre la 
validez del contrato, puesto que le resultaría aplicable el Decreto 410, 1971, Art. 874. 
Inc. 2, que autoriza las operaciones en divisas en el derecho comercial colombiano, 
cuando establece: 
 
“Las obligaciones que se contraigan en monedas o divisas extranjeras, se cubrirán 
en la moneda o divisa estipulada, si fuere legalmente posible; en caso contrario, 
se cubrirán en moneda nacional colombiana, conforme a las prescripciones 
legales vigentes al momento de hacer el pago” (Cárdenas Caycedo, 2016) 
 
Un caso bastante ilustrativo sobre este camino, es el que ocurrió en estados unidos, Texas, 
la SEC, Security Enforcement Comission, regulador bursátil en Estados unidos, acusa de 
fraude a Bitcoins Save and Trust, por las operaciones que realizo a través de un sistema 
Ponzi en el que se prometía a los inversionistas rentabilidad por la compra y venta de 
grandes cantidades de Bitcoins, la pirámide se vino abajo y se anunció el cierre de la 
plataforma , en este caso el argumento de la defensa era que los tribunales no tenían 
jurisdicción ya que Bitcoin no es dinero. 
 
Debido a la controversia sobre la competencia le caso llego al juez estadounidense L. 
Mazzant, para determinar si las inversiones realizadas en el caso corresponden a los 
valores (security) definidos por las leyes de valores, el juez se pronunció y dijo que el 
termino security se define como cualquier nota, valores, acciones propias de una garantía 
futuras, canjes basados en valores. Además, preciso que un contrato de inversión es 
cualquier contrato, transacción o esquema de participación de una inversión en dinero en 
una empresa. Señalo que Bitcoin puede ser utilizado como dinero, para pagar bienes, 
servicios o gastos personales. La única limitación es los lugares que lo aceptan como 
moneda, además también puede ser cambiado por moneda convencional como el dólar, 
el euro o el peso. Por lo que es una moneda o forma de dinero y los inversores que 
quisieron invertir en Bitcoins Save and Trust, realizaron siempre una inversión en dinero. 
(“securities and Exchange comisión Vs. Trendon T. Shavers and Bitcoin Save And 
Trust”,)  
 
5.9 La Soberanía Monetaria y el Bitcoin  
 
La European Banking Authority identifica alrededor de setenta riesgos atribuibles a las 
monedas virtuales, otorgándoles en una matriz un rango de alto, medio o bajo 
dependiendo de la probabilidad y el impacto en la materialización del riesgo descrito. 
Incluso categoriza los riesgos en cinco tipos distintos con algunas subcategorías: (i) 
riesgos para los usuarios, (ii) riesgos para otros participantes del mercado, (iii) riesgos 
para la integridad financiera, (iv) riesgos para los sistemas de pagos en dinero fiduciario 
y (v) riesgos para los reguladores. Cada uno de esos riesgos implica desafíos para los 
cuerpos legislativos y reguladores de los Estados ante el paulatino incremento de 
transacciones con Bitcoines en el mundo. Colombia no es ajena a este fenómeno y 
requiere de un estudio detallado particular para tomar una postura regulatoria que vaya 
más allá de una advertencia al público y una ratificación de la soberanía monetaria. 
(European Banking Authority, 2014) 
 
Como se mencionó con anterioridad, la superintendencia financiera de Colombia 
prohibió a sus vigiladas cualquier relación con monedas virtuales e instó al público al 
desuso por medio de su Carta Circular número 029 de 2014. Algunos apartes de la 
mencionada circular merecen ser transcritos por reflejar las preocupaciones del 
supervisor financiero: 
 
Ninguna de las plataformas transaccionales, ni comercializadores de las 
“monedas virtuales” como el Bitcoin se encuentran reguladas por la ley 
colombiana. Tampoco se encuentran sujetas al control, vigilancia o inspección 
de esta Superintendencia. Por lo anterior, tales plataformas pueden no contar con 
estándares o procesos seguros y de mitigación de riesgos, por lo que con 
regularidad presentan fallas que llevan a que los usuarios de las mismas incurran 
en pérdidas. (…) 
 
Las plataformas transaccionales se encuentran domiciliadas en múltiples 
jurisdicciones, por lo que su regulación y vigilancia también escapa al ámbito de 
la ley colombiana. Así mismo, las contrapartes de las transacciones pueden no 
estar sujetas a la jurisdicción nacional. 
 
Las transacciones en las plataformas son anónimas, por lo que el uso de 
“monedas virtuales” se puede prestar para adelantar actividades ilícitas o 
fraudulentas, incluso para captaciones no autorizadas de recursos, lavado de 
dinero y financiación del terrorismo. (…) 
 
Los compradores o vendedores de “monedas virtuales” se exponen a riesgos 
lleteras digitales sean robadas (hackeadas), tal como ya ha ocurrido; y a que las 
transacciones no autorizadas o incorrectas no puedan ser reversadas. (…) 
No existen mecanismos para obligar el cumplimiento de las transacciones con 
“monedas virtuales”, lo que aumenta de manera importante la posibilidad de 
materialización de un riesgo de incumplimiento. 
 
Finalmente, esta Superintendencia recuerda que las entidades vigiladas no se 
encuentran autorizadas para custodiar, invertir, ni intermediar con estos 
instrumentos. Adicionalmente, corresponde a las personas conocer y asumir los 
riesgos inherentes a las operaciones que realicen con las “monedas virtuales”. 
 
De la anterior transcripción es necesario resaltar varios puntos. En primer lugar, y 
contrario a lo que se ha dicho en algunos medios de comunicación, el bitcóin no es ilegal 
en Colombia para las personas que no son vigiladas por la sfc. El supervisor financiero 
solicita al público conocer los riesgos y los peligros de las monedas virtuales, sin que con 
ello esté prohibiendo su uso a particulares. Como se verá más adelante, la prohibición 
resultaría ilusoria y prácticamente inviable. 
 
En segundo lugar, se observa cómo la preocupación del ente estatal se basa en los riesgos 
y peligros que conllevan las monedas virtuales. 
 
De los apartes transcritos se hacen evidentes cuatro riesgos principales y de gran impacto 
que se analizarán puntualmente para identificar cómo estos se convierten en un obstáculo 
a la implementación o uso masivo del bitcóin en Colombia: el riesgo de lavado de activos 
y financiación del terrorismo (laft), los riesgos operativos, el riesgo de mercado y el 
riesgo de intercambio. 
 
Por último, en uso de sus facultades de instrucción, y dados los riegos que llevan 
intrínsecos las monedas virtuales, la Superintendencia prohibió a las entidades vigiladas 
custodiar, invertir o intermediar utilizando monedas virtuales. La posición del supervisor 
financiero no podía ser otra; los peligros y riesgos de las monedas virtuales pueden 
materializarse con relativa facilidad, afectando actividades de interés público que son 
realizadas a través de las entidades vigiladas. Dicha posición con respecto a las entidades 
vigiladas resulta razonable ante la aparición de un instrumento no regulado que puede 
causar pérdidas a los participantes del sistema, con posibles repercusiones en el sector 
real de la economía y los ahorradores en general. (Rivas Herazo, La inclusión del bitcóin 
en el marco de la soberanía monetaria y la supervisión por riesgos en Colombia, 2016) 
 
Ahora bien, además de encontrar barreras para la implementación del bitcóin en 
Colombia por entrar en disonancia con los sistemas de administración de riesgos de la 
Superintendencia y producir fuertes preocupaciones frente a su uso por otros riesgos no 
contemplados en dichos sistemas, no se puede desconocer el efecto que las monedas 
virtuales tendrían en la economía del país. La soberanía monetaria del Estado constituye 
la mayor barrera de acceso a la implementación del bitcóin en Colombia. 
 
El Banco de la Republica fue tajante al afirmar que el peso por él emitido es la única 
unidad monetaria y de cuenta en Colombia; que el bitcóin no es una moneda y por lo 
tanto no hay obligatoriedad de recibirlo como medio de cumplimiento de las 
obligaciones, que tampoco es una divisa y por ende no puede ser utilizado en las 
operaciones que se comprenden en el régimen cambiario. Tal pronunciamiento lo hizo a 
través del comunicado de prensa del 1 de abril de 2014, el cual se transcribe para mayor 
claridad: 
 
El Banco de la República se permite informar que: 
 
1. La única unidad monetaria y de cuenta en Colombia es el peso (billetes y 
monedas) emitido por el Banco de la República. 
 
2. El Bitcoin no es una moneda en Colombia y, por lo tanto, no constituye un 
medio de pago de curso legal con poder liberatorio ilimitado. No existe 
entonces obligatoriedad de recibirlo como medio de cumplimiento de las 
obligaciones. 
 
3. El Bitcoin tampoco es un activo que pueda ser considerado una divisa debido 
a que no cuenta con el respaldo de los bancos centrales de otros países. En 
consecuencia, no puede utilizarse para el pago de las operaciones de que trata 




Como autoridad monetaria central, rector de la soberanía monetaria y controlador de la 
inflación, la posición del banco central no podría ser otra. Sin embargo, anula toda 
posibilidad de capturar las ventajas de las monedas virtuales. Esta posición se fundamenta 
en que el control de la inflación y la soberanía monetaria en sí misma implica que no 
puede haber monedas o medios de intercambio que compitan con la moneda oficialmente 
emitida por el banco central, ya que se distorsionaría toda previsión o estudio que tenga 
el emisor para mantener constante el poder adquisitivo de la moneda (Ali, 2014). Si bien 
el banco central puede exponer su posición con respecto a las características y 
posibilidades alrededor de las monedas virtuales, cabe resaltar que esto no las hace 
ilegales. 
 
El concepto de soberanía ha evolucionado de la mano con la formación del Estado-
nación. Soberanía es la autoridad del poder público, que hoy en día es ejercido por la 
población general por medio de los órganos constitucionales respectivos. Una de las 
primeras manifestaciones de soberanía por parte de lo que hoy en día se consideraría un 
Estado, tuvo que ver con la acuñación y control de la moneda (Zimmermann, 2014). Era 
el poder del soberano para decidir qué constituía el medio de intercambio válido para su 
población en su territorio. 
 
La jurisprudencia y doctrina nacional ya han reconocido la soberanía monetaria como 
una manifestación del poder estatal, el cual ha sido definido como la potestad política de 
reglamentar la circulación monetaria y emitir la moneda legal, administrando el sistema 
monetario de una comunidad por medio de la fijación del valor del papel moneda 
representado en monedas o billetes. Con esto se circunscribe la soberanía en algunas 
facultades fundamentales: la circulación del dinero, la obligatoriedad de aceptación 
(poder liberatorio) y la emisión y administración del papel moneda (Banco de la 
Republica, 1990). 
 
Colombia tiene una Constitución Política (1991) que define la soberanía estatal en lo 
relativo al sistema monetario. En el numeral 13 del artículo 150, junto con los artículos 
371 y 373, se establece que es el Congreso quien determina cuál es la moneda legal, su 
convertibilidad y el alcance de su poder liberatorio, mientras que el br es el encargado de 
regular y emitir esa moneda legal que determina el Congreso, así como velar por el 
mantenimiento de su poder adquisitivo. De tal forma, el Estado, a través de su regulación, 
ejerce su soberanía monetaria al decir cuál es el poder liberatorio de la moneda, su 
emisión y su circulación. 
 
Si bien en la actualidad el concepto de soberanía monetaria merece una revisión y un 
profundo análisis en razón de los tratados, compromisos e instituciones internacionales 
de las cuales Colombia hace parte, sus características fundamentales se mantienen a pesar 
de las restricciones legales y económicas que empieza a padecer el país con el fin de 
sostener tales obligaciones. Cabe reiterar que el concepto de soberanía monetaria viene 
evolucionando al paso de la creación de los Estados modernos y sin duda alguna con el 
desarrollo del derecho internacional que obliga a revaluar el concepto de soberanía en 
general (Zimmerman, 2013). 
 
Debido a que la soberanía monetaria comprende la posibilidad del Estado de definir cuál 
es la moneda de curso legal junto con su poder liberatorio, con el fin de regular aspectos 
económicos del país, la introducción de un medio de intercambio en competencia hace 
que dicha autoridad se vea, cuando menos, cuestionada. Si bien es claro que el uso a 
pequeña escala de las monedas virtuales no representa una amenaza para el sistema 
monetario como lo conocemos, la aceptación masiva de bitcoines entre el público podría 
desplazar a la moneda de curso forzoso como el medio de intercambio predominante en 
el país. Debido a los riesgos, barreras de entrada y costumbre de la población en general, 
es difícil que aquel escenario se dé (Ali, 2014) Sin embargo, el hecho de que las entidades 
del Estado deban salir a advertir al público acerca de las monedas virtuales y a recordarle 
las características de la moneda de curso forzoso, condiciones que no ostenta el bitcóin, 
hace que se avizore en el futuro un problema de política macroeconómica. 
 
Cabe recordar que el esquema del Bitcóin está diseñado como un sistema descentralizado 
en el cual no está involucrada una autoridad monetaria central. La emisión de la moneda 
se da solo por medio del proceso de minería al validar las transacciones del sistema. El 
sistema de Bitcóin en sí mismo pone en duda la existencia de una autoridad monetaria 
central capaz de definir la emisión de la moneda, administrarla y determinar su manejo 
macroeconómico, facultades básicas que demuestran el ejercicio de la soberanía 
monetaria de un Estado (Chowdhury A. y Mendelson, 2013) 
 
También existe la posibilidad de que las monedas virtuales tengan un impacto leve en el 
sistema monetario. Como lo ha demostrado el desarrollo de los nuevos instrumentos de 
pago, todos ellos se encuentran vinculados al sistema bancario y compensan sus 
transacciones por medio del banco central. Ello no implica que no puedan surgir monedas 
virtuales que no estén relacionadas con el dinero fiduciario y que sean capaces de 
abstraerse por completo del sistema monetario mientras interactúan con la economía real. 
En todo caso, los bancos centrales, como el Banco de la Republica, tienen la potestad de 
adaptar las diferentes herramientas de política monetaria para moldearse a los 
requerimientos del nuevo instrumento en el mercado, como lo han hecho con otros 
productos en el pasado (p. ej. tarjetas de crédito, tarjetas débito, depósitos electrónicos, 
entre otros). 
 
Además de lo anterior, los impuestos deben pagarse en dinero fiduciario, y tampoco se 
ha desarrollado un mercado de crédito con bitcoines o contratos de derivados con estos 
(Hernández-Verme P. L. y Valdés-Benavide, 2014). En esa misma línea, se ha 
considerado que el uso masivo de monedas virtuales podría afectar la necesidad o la 
demanda de encaje bancario. Sin embargo, incluso con un encaje bancario de cero, las 
operaciones de compensación bancaria se seguirían realizando por medio del banco 
central como banco de bancos (Berentsen, 1998). Ello sucede sin que se haya afectado la 
capacidad del banco central de controlar la inflación por medio de la tasa de interés. 
De acuerdo con lo anterior, ante la posibilidad de que una moneda virtual como el bitcóin 
comience a reemplazar el dinero fiduciario, es de esperarse que los Estados se resistan a 
perder su control y soberanía del sistema monetario por cuanto afectaría su regulación de 
los sistemas de pago, su posibilidad de controlar la base monetaria por medio de la 
emisión y administración del papel moneda, y la potestad de realizar controles 
cambiarios. La pérdida del control sobre la moneda implica perder el poder sobre una de 
las funciones básicas de la economía, como lo es la transferencia de valor y el intercambio 
de bienes y servicios. Incluso al ignorarlo tributariamente, podría convertirse en un 




Después de analizar las barreras jurídicas del uso de Bitcoins en las transacciones 
comerciales, esta investigación pretende realizar una Pixelada sobre los posibles sistemas 
de adopción que pueden ser aplicables ante el fenómeno de las monedas virtuales: 
 
La primera propuesta, es una adopción prohibitiva, ejemplo de esta opción es la de Rusia, 
el proyecto de ley que presento el ministerio de finanzas, tiene como fin prohibir no solo 
la emisión o creación de sustitutos de dinero, sino también distribución y creación de 
software que permita el uso de monedas virtuales. (Rizzo Pete, 2017)  
 
Algunos autores proponen la regulación prohibitiva del Bitcóin, toda vez que su uso 
masivo en actividades delictivas puede fomentar las formas de criminalidad más 
peligrosas para el Estado y sus ciudadanos. Se sostiene que mantener el bitcóin cambiaría 
el paradigma monetario y reduciría el control de actividades delictivas, por lo cual debe 
propenderse por una normativa que en el largo plazo elimine dicha moneda virtual. Es 
así como se aboga por su prohibición total enfocada hacia la erradicación de la moneda 
virtual, por cuanto se considera que hay riesgos que son insoslayables y que constituyen 
un gran riesgo para el Estado y sus habitantes. (Twomey, 2013) 
 
Mi opinión en este punto es que la prohibición no es la solución, por cuanto la naturaleza 
descentralizada de la moneda haría que la aplicación de la norma sea prácticamente 
ilusoria. No se debe olvidar que el dinero efectivo es usado ampliamente para realizar 
actividades delictivas, a lo cual los Estados responden persiguiendo a los criminales, no 
a los medios de intercambio que utilizaron. El cambio en la tecnología no es más que un 
nuevo medio al que tanto delincuentes como autoridades se adaptan para contrarrestarse 
uno al otro. La prohibición causaría la pérdida de los beneficios y la innovación 
tecnológica que supone el bitcóin, sin mencionar los altos costos de aplicación que tendría 
la medida. Sería una respuesta innecesaria para una problemática que no ha materializado 
la mayoría de sus riesgos (Doguet, 2013). 
 
Las autoridades deben familiarizarse con la tecnología y utilizar las herramientas a su 
disposición para perseguir la actividad criminal, no al medio por el que se está llevando 
a cabo (Kaplanov, 2012). En todo caso, no sobra recordar que el problema con la 
prohibición de las monedas virtuales descentralizadas, como el bitcóin, implica 
prácticamente cerrar el internet, ya que no hay una entidad o un nodo central que se pueda 
cerrar para apagar el sistema (Tropina, 2014). 
 
La segunda propuesta, es una propuesta neutra, Hay propuestas en el sentido de 
simplemente esperar y observar el desarrollo de la situación con el fin de tomar la 
respuesta regulatoria más acertada. Se alega que, en el caso de las monedas virtuales, 
cuya falta de transparencia impide hacer una valoración precisa de la magnitud de su uso 
y aceptación, la inacción es el curso de acción más apropiado. Introducir regulaciones 
para un instrumento cuyo impacto en el laft es tan pequeño como se cree, sería muy 
costoso para los beneficios que traería, por lo cual la regulación actualmente existente en 
eua sería suficiente para gestionar los riesgos de las monedas virtuales (Tucker, 2009). 
 
En esta categoría podríamos incluir la posición del banco de la republica que no prohibió 
el uso del bitcóin, sino que aclaró sus características y limitaciones dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano. Cosa distinta sucede con la sfc, que si bien para el 
público en general no prohibió el uso del bitcóin y adoptó una posición neutra, sí adoptó 
una posición restrictiva para sus entidades vigiladas, por lo cual se estaría frente a una 
clara posición prohibitiva 
 
La Tercera propuesta, y la cual considero es la más acertada, es la adopción regulatoria, 
este esquema ha sido analizado por Rivas Herazo, quien ha dado una primera 
aproximación regulatoria al Bitcoin, centrada en el control del ejercicio comercial de las 
casas de cambio, que son quienes sirven de conector entre el mundo de estas monedas, 
bienes y servicios virtuales, y el sector real de la economía, pues son ellas las que 
permiten un flujo de dinero ‘real’ hacia dinero ‘virtual’ y viceversa. Propone que se 
regulen éstas casas de cambio como Sociedades de Intermediación Cambiaria y Servicios 
Financieros Especiales con objeto social exclusivo de intercambio de monedas virtuales, 
de manera que no puedan realizar las demás funciones que tienen asignadas éstas 
sociedades, reguladas especialmente en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. Ésta 
propuesta regulatoria pretende mitigar principalmente: el riesgo operativo de las 
plataformas virtuales, pues les exige determinados estándares de seguridad virtual; y el 
riesgo de lavado de activos, pues les exige registrar y reportar las transacciones 
sospechosas al supervisor, La Superintendencia Financiera. (Rivas Herazo, La inclusión 





Los nuevos mercados digitales han creado desafíos para el derecho comercial y el derecho 
procesal contemporáneo, los conflictos surgidos en el comercio electrónico, serán temas 
de especial relevancia para los abogados de esta nueva era judicial, que debido a los 
grandes desarrollos de la tecnología hace necesario que se redefinan las posturas jurídicas 
conservadoras.  
 
El Bitcoin en sentido jurídico no es dinero, pero en un sentido económico si lo es, las 
nuevas formas de pago en los merados digitales hace necesario repensar en una nueva 
reingeniería jurídica de los aspectos jurídicos en las transacciones comerciales con las 
monedas virtuales, a pesar de existir un vacío en cuanto a las posibles controversias sobre 
la naturaleza y el tratamiento jurídico de estas criptomonedas es necesario que el Estado 
adopte una posición ya sea de prohibición o regulatoria, sin embargo, la balanza pareciera 
inclinarse a una adopción regulatoria,  adecuando la legislación a la modernización de 
nuevas estructuras del comercio en materia digital.  
 
El juez ante un litigio en casos donde los conflictos surgen en el ciberespacio y las 
pretensiones giren en torno a contratos celebrados por medios electrónicos, debe efectuar 
un ejercicio hermenéutico que incluya los principios generales de la contratación 
electrónica con el fin de dar solución al caso propuesto. 
 
Muchas de las innovaciones tecnológicas o financieras comienzan a ser desarrolladas por 
empresas y personas naturales antes de que entren a ser reguladas por el Estado. Otras, 
por el contrario, nunca llegan a ser reguladas por su falta de utilización por parte del 
público, por ausencia de riesgos inherentes en la actividad o por inexistencia de 
incentivos en el Estado para crear legislación al respecto. En el caso de las monedas 
virtuales es posible que el uso llegue a un punto en que sea necesario tomar una postura 
regulatoria contundente al respecto. Los riesgos y beneficios que proponen sistemas 
como el Bitcóin merecen la atención de los desarrolladores de política pública con el fin 
de proteger al público en general frente a posibles fraudes y a los Estados respecto a la 
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